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Panamá, I I de enero de 2022
Nota C-004-22

Ref.: Facultades de la Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá,

Licenciada Dos Santos:

Damos respuesta a su escrito presentado el 30 de diciembre de 2021, el cual guarda relación con las

siguientes interrogantes concernientes con las facultades de la Superintendencia de Seguros y Reaseguros
de Palarná. en los siguientes tér¡ninos:

¿Está la Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá
facultada para otorgar becas de estudios?

¿Está la Supelintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá

facultada para hacer cobros a beneficiarios de becas de estudio
que ofrezca la institución? De ser así, ¿cuál es el mecanismo
establecido en la Ley para hacerlo? ¿Cuáles son las facultades
legales qLre tiene la superintendencia para exigir el pago?

¿Cucnta el organisrro ejecutor de la Superintendencia de Seguros
y ReasegLrros de Panamá con la facultad de hacer procesos de
cobro contra lLrncionarios y ex funcionarios de la institución?

¿Está la Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá
facultada para realizar procesos de cobro y recibir sumas de
dinero de funcionarios y ex funcionarios en concepto de
'devolución de las sumas pagadas en concepto de colegiatura y
otros gastos incurridos'? De ser así, ¿En qué renglón
presupuestario entraría esta devolución de fondos?

¿Está la Superintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá
f¡cultada para realizar proceso de cobro de viáticos que hayan
sido otorgados a funcionarios y ex funcionarios que hayan
participado en una Misión Oficial en el Exterior?

¿Cucnta la SLrperintendencia de Seguros y Reaseguros de Panamá
con la facultad paru realizar proceso de cobro en el que exijan la
devolución de diuero invertido en una capacitación recibida por
ex funcionarios corno parte de sus funciones y que fue realizada
dertro de las instalaciones de la Superintendencia?" (Los
resaltados son Íluestros).

Licenciada
Laila Denise Dos Santos Madrid
Ciudad.
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Sobre el particular, este Despacho debe ind icarle que el artículo 2 de la Ley No,3 8 de 3 I de julio de 2000,
establece que las actuaciones de la Procuraduría de la Administración se extienden al árnbito iurídico
administrativo del Estado, excluyendo las f'unciones j urisd iccionales, legislativas y, en general, las

competencias que tengan otros organismos oficiales; aunado a ello, cabe resaltar que el numeral I del
artículo 6 de la citada Ley N" 38 de 2000, llama a esta Procuraduría a servir de consejera jurídica de los

servidores públicos administrativos que consultaren su Darecer resDecto a determinada interDretación
de la ley o el Drocedimiento que debe sesuirse en un caso concreto- suDuestos oue no se confisuran
en el caso que nos ocufia, toda vez que su consulta no guarda relación con las funciones previamente
establecidas en la l-ev

Precisa entonces señalar que, los principios lundamentales de Derecho recogidos en nuestro ordenamiento
jurídico, proponen que los misrnos constituyen el flndamento en virtud del cual todos los actos
administrativos deben estar sometidos a las leyes; conforme al cual todo ejercicio de un poder público
debe realizarse aco¡de a la ley vigente y su jur¡sprudencia. Dicho en otras palabras, Ios servidores
oúblicos sólo oueden hacer lo oue la ley les nermital. Lo arterior guarda relación con el Principio de
Legatiducl el cual establece que los poderes públicos solo pueden actuar de acuerdo con las normas c¡uc

l.rjan sLrs competencias y actuaciones, contemplando así entre otros elementos, la vinculación posititta de
los poderes públicos; es decir que, los servidores pirblicos solo pueden hacer aquello que se encuentra
expresamenle permitido por las normas jurídicas y lo contrario de una vinculación positiva sería
obviarnente, una vinculación negalivo, qLre irnplica que se puede hacer todo aquello que no prohíban

expresamente las normas. Este último tipo de vinculación es Ia característica de los ciudadanos

Sobre la base de lo anterior se advieñe que la Ley No.12 de 3 de abril de 2012, Que regula la actividad de

segulos y dicta otras disposiciones, dispone en su aftículo 6 entre otras cosas, que la Superintendencia de
Seguros y Reaseguros de Panamá, es un organismo autónomo del Estado, con personería jurídica,
patrimonio e independencia en el ejercicio de sus funciones, de Ia siguiente nranera:

"Artículo 6. Autonomía. Se reconoce a la Superintendencia de Seguros y
Reaseguros de Panamá, en adelante la Superintendencia. como organisrno
autónomo del Estado, con personería jurídica, patrimonio propio e

independencia en el ejercicio de sus funciones, como la autoridad de
regulación, reglamentación, supervisión, control y fiscalización de las

empresas, entidades y personas sujetas al árnbito de aplicación de esta
Ley.
La Superintendencia con el fin de garantizar su autonomía establecerá
medidas regulatorias transparentes con fbndos separados e independientes
del Gobiemo Central y el derecho a administrarlos; aprobará su
presupuesto de rentas y gastos para ser posteriormente incorporado al
Presupuesto General del Estado: escogerá, estructurará y nombrará a su
personal, fijará su remuneración cn atención a lo establecido por el
Ministerio de Economía y Finanzas y tendrá facultad para destituirlo;
gozará de las garantías e inmunidades que se establezcan en favor del
Estado y de las entidades públicas, y actuará con independencia en el
ejercicio de sus f-unciones y estará sujeta a la fiscalización de la
Contraloría General de Ia República, conforme lo establecen la
Constitución Política de la República y esta Ley.

I Cfr. Articulos l8 de la Constitución Política v 34 de la Lev N".38

' rnnNÁto¡z SARASoLA, Ignacio y sÁÑcu¡z Álianez.
de 31 de iulio de 2000.
Eduardo. Manual de Fundamentos de Derecho

Público y Privado. Edito¡ial Tecnos (Grupo Anaya, S.A.), 2017, Págs. 4l y 42

No obstante, y en currplirniento de lo que dispone el numeral 6 del atículo 3 de la referida Ley No.38 de
2000, en esta ocasión le brindaremos una orientación a sus interrogantes, aclarando que la misma, no
constitr.rye un pronunciamiento de fondo o una posición vinculante, respecto del tema consultado.
Vealnos:
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Las acciones administrativas de contbrrnidad con lo dispuesto en la Ley
38 de 2000 adoptadas por la Superintendencia tendrán efecto
suspensivo."

Igualmente el artículo 7 ibídem señala, que dicha Superintendencia tendrá urisdicción coactiva 3, que será

ejercida por el Superintendente de Seguros y Reaseguros, quien podrá delegar esa facultad en un servidor
público de dicha instituciórr, que tenga idoneidad para ejercer la profesión de abogado.

Cabe agregar que dentro de las funciones de carácter técnico que posee el Superintendente, destacamos

las siguientesa:

Fortalecer y fomentar las condiciones propicias para el desarrollo de la industria de seguros y
reaseguros en general y un mercado de seguros inclusivo.
Promover la celebración de convenios, acuerdos de cooperación e intercambios de información
con otros organismos nacionales e internacionales, que puedan fomentar el mejoramiento de las

actividades supervisadas.
Elaborar, desarrollar y publicar estudios, investigaciones y estadísticas sobre materias de su

competencia.

Así misrlo, podemos indicarle que el Superintendente tiene a su vezr un número plural de firnciones
ad¡ninis(rativas. las cuales están recogidas en el artículo l3; y en su artículo 35 ambos del mismo cuerpo
legal, el cual dispone que en materia de capacitación que la Superintendencia establecerá las políticas de

adiestramiento procurando dar preferencia a los cursos de capacitación dictados por el Instituto Nacional
de Fonnación Profesional y Capacitación para el Desalrollo Humano; no obstarrte, lo Superinlendencia
en sus políticas y progrom s de capacitución octuotá con plenn nutonomía y sin eslar somelida a kt
aprobución de ninguna otru enfidad.

Debernos flnalizar indicándole, que el artículo 259 de la ya citada Ley No.l2 de 2012. Que regula la
aclividad de seguros y dicta otras disposiciones, señala que: "Todu persona tiene derecho a elevar unle la
Superinlendenc io ct»tsullus relativas al alcorce, interorelación y anlicación de esto Lev". Es por ello,
que le recomendamos elevar sus interrogantes ante dicha Institución por ser la competente para absolver
las mismas, según lo establece su propia ley.

Esperamos de esta manera haberle orientado objetivamente sobre sus ¡nterrogantes, en base a lo que

señala el ordenamiento positivo respecto al terna objeto de su consulta, reiterándole igualmente que la
orientación vert¡da por este Despacho, no reviste carácter vinculante.

Atenlarnente.
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I Facultad que se otorga a entes administrativos a fin de que puedan cobrar deudas, impuestos y multas mediante un
proceso de ejecución por cobro coactivo. Dissio¡anLPanhispánico del Español Jurídico
https://dpej.rae.es/lema/j urisdicc i7oC3%83 n-coactiva
¡ Cfi. Numerales l, 18, y 19 del Artículo l2 de la Ley No.12 de 3 de abril de 2012
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